
1. Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del ruido 

DISPOSICIÓN ADICIONAL NOVENA. Contratación pública.  

Las Administraciones públicas promoverán el uso de maquinaria, equipos y pavimentos de baja 
emisión acústica, especialmente al contratar las obras y suministros.  

 

2. Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres. 

Artículo 33. Contratos de las Administraciones públicas.  

Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, a través de sus 
órganos de contratación y, en relación con la ejecución de los contratos que celebren, podrán 
establecer condiciones especiales con el fin de promover la igualdad entre mujeres y hombres en 
el mercado de trabajo, de acuerdo con lo establecido en la legislación de contratos del sector 
público.  

Artículo 34. Contratos de la Administración General del Estado.  

1. Anualmente, el Consejo de Ministros, a la vista de la evolución e impacto de las políticas de 
igualdad en el mercado laboral, determinará los contratos de la Administración General del Estado 
y de sus organismos públicos que obligatoriamente deberán incluir entre sus condiciones de 
ejecución medidas tendentes a promover la igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el 
mercado de trabajo, conforme a lo previsto en la legislación de contratos del sector público.  

En el Acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrán establecerse, en su caso, las 
características de las condiciones que deban incluirse en los pliegos atendiendo a la naturaleza de 
los contratos y al sector de actividad donde se generen las prestaciones.  

2. Los órganos de contratación podrán establecer en los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares la preferencia en la adjudicación de los contratos de las proposiciones presentadas por 
aquellas empresas que, en el momento de acreditar su solvencia técnica o profesional, cumplan 
con las directrices del apartado anterior, siempre que estas proposiciones igualen en sus términos 
a las más ventajosas desde el punto de vista de los criterios objetivos que sirvan de base a la 
adjudicación y respetando, en todo caso, la prelación establecida en el apartado primero de la 
disposición adicional octava del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.  

 

3- Ley 44/2007, de 13 de diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de 
inserción. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Aplicación de la normativa de la Ley de Contratos del 
Sector Público.  

Las condiciones especiales de ejecución de los contratos podrán incluir consideraciones relativas a 
la situación de la exclusión social de los trabajadores vinculados a la realización del contrato, de 
conformidad con lo dispuesto en la legislación de contratos del sector público.  

 

4. Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de Medidas de Impulso de la Sociedad de la 
Información. 

Artículo 1. Medidas de impulso de la factura electrónica y del uso de medios electrónicos en otras 
fases de los procesos de contratación.  

1. La facturación electrónica en el marco de la contratación con el sector público estatal será 
obligatoria en los términos que se establezcan en la Ley reguladora de la contratación en el sector 
público y en su normativa de desarrollo.  

A estos efectos, se entenderá que la factura electrónica es un documento electrónico que cumple 
con los requisitos legal y reglamentariamente exigibles a las facturas y que, además, garantiza la 
autenticidad de su origen y la integridad de su contenido, lo que impide el repudio de la factura 
por su emisor.  

2. El Gobierno determinará el órgano competente de la Administración General del Estado que 
impulsará el empleo de la factura electrónica entre empresarios, profesionales y demás agentes 
del mercado, en particular, entre las pequeñas y medianas empresas y en las denominadas 
microempresas, con el fin de fomentar el desarrollo del comercio electrónico. Las Comunidades 
Autónomas, de acuerdo con las competencias que tengan reconocidas por sus Estatutos, 
colaborarán en coordinación con la Administración del Estado en el impulso del empleo de la 
factura electrónica.  



El Gobierno, o en su caso las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus competencias, 
establecerán, en un plazo máximo de nueve meses desde la entrada en vigor de esta Ley -o en el 
plazo que en su lugar establezca la Administración competente-, en coordinación con las 
Comunidades Autónomas -cuando no les corresponda la elaboración propiay previa consulta a las 
asociaciones relevantes representativas de las entidades proveedoras de soluciones técnicas de 
facturación electrónica, a las asociaciones relevantes de usuarios de las mismas y a los colegios 
profesionales que agrupen a técnicos del sector de la Sociedad de la Información y de las 
Telecomunicaciones, un plan para la generalización del uso de la factura electrónica en España.  

El citado Plan contendrá, entre otros, los criterios de accesibilidad y promoverá la interoperabilidad 
de las distintas soluciones de facturación electrónica. El Plan de la Administración General del 
Estado establecerá esquemas específicos de ayudas económicas para la implantación de la factura 
electrónica, en los cuales se contemplarán unos fondos generales para las Comunidades 
Autónomas que desarrollen su propio Plan para la generalización del uso de la factura electrónica, 
y serán estas últimas las que precisarán los destinos y condiciones de tramitación y concesión de 
las ayudas derivadas de estos fondos.  

3. Los Ministerios de Industria, Turismo y Comercio y de Economía y Hacienda, teniendo en cuenta 
las competencias reconocidas a las Comunidades Autónomas, aprobarán, en un plazo máximo de 
6 meses desde la entrada en vigor de esta Ley, las normas sobre formatos estructurados estándar 
de facturas electrónicas que sean necesarias para facilitar la interoperabilidad del sector público 
con el sector privado y favorecer y potenciar el tratamiento automatizado de las mismas. Estas 
normas no serán restrictivas y fomentarán que el sector público adopte los formatos de amplia 
implantación definidos por las organizaciones de estandarización globales pertinentes.  

Los formatos estructurados de las facturas electrónicas permitirán su visualización y emisión en 
las distintas lenguas oficiales existentes, con la finalidad de garantizar los derechos de los 
usuarios.  

4. Además, las diversas Administraciones Públicas promoverán en el ámbito de sus competencias 
y según su criterio la incorporación de la factura electrónica en las diferentes actuaciones públicas 
distintas de la contratación, en particular, en materia de justificación de ayudas y subvenciones.  

5. Será de aplicación al tratamiento y conservación de los datos necesarios para la facturación 
electrónica lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos 
de carácter personal y sus normas de desarrollo.  

 


